Radicación: 66 001 31 09 002 2021 00009-01

Accionante: Óscar de Jesús Rodríguez Zapata

Accionado: Colpensiones y Gobernación de Risaralda

Decisión: Modifica

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEFINICIÓN / ACTOS ADMINISTRATIVOS / NOTIFICACIÓN / INTERPOSICIÓN DE RECURSOS / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE VEJEZ A PETICIÓN DEL EMPLEADOR / NO SE NOTIFICÓ AL TRABAJADOR / SE CONCEDE LA TUTELA.
… denota una FLAGRANTE vulneración al derecho fundamental al debido proceso del señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata, quien sin lugar a discusión alguna, tenía TODO el derecho de debatir los actos administrativos que se profirieron por Colpensiones. 

A partir de lo anterior, debemos anunciar que, el tema de debate desde sus inicios debió centrarse en la garantía al debido proceso, el cual está consagrado en el artículo 29 Constitucional como un derecho de rango fundamental que debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de que cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, cuente con la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos.
Frente al tema ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso”.  (…)
… la Sala considera que en el presente asunto al libelista se le vulneró el derecho fundamental al debido proceso, por lo que es necesario ordenarle a Colpensiones que en el término de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación de la presente decisión, proceda notificarle al accionante el acto administrativo por medio del cual se le reconoció una pensión de vejez, garantizándole que en contra del mismo, si es la voluntad del accionante, pueda ejercer su derecho de controvertirlo, y además expida copia íntegra de la actuación administrativa adelantada por esa entidad para llegar a tomar esa determinación.
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SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, treinta (30) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
Acta de aprobación No. 325
	Radicación:
	66 001 31 09 002 2021 00009-01

	Accionante:   
	Óscar de Jesús Rodríguez Zapata     

	Accionado:
	Colpensiones y Gobernación de Risaralda  

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira  

	Decisión: 
	Modifica 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del profesional del Derecho Ságalo Antonio Amaya González, quien representa judicialmente los intereses del DEPARTAMENTO DE RISARALDA, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el 23 de febrero de 2021, con ocasión de la acción de tutela promovida por el ciudadano ÓSCAR DE JESÚS RODRÍGUEZ ZAPATA. 
ANTECEDENTES:
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Refirió el accionante que en las calendas del 1º de febrero de 2021 recibió dos archivos en PDF por vía de WhatsApp, a través del abonado celular del presidente del Sindicato de Trabajadores Oficiales y Empleados Públicos del Departamento de Risaralda; uno era la Resolución SUB 17625 de Colpensiones expedida el 29 de enero de 2021, mediante la cual se le concedía a él el reconocimiento de una pensión que nunca solicitó, pese a que en dicho acto administrativo se hace mención a que fue él quien elevó esa solicitud, por esas razones tacha de falsa y fraudulenta dicha resolución; el segundo documento era el acto de notificación del acto administrativo, el cual se le puso en conocimiento a un servidor público distinto a él. 
Refirió que él tiene 64 años de edad, y considera que tiene derecho a esperar hasta la edad de retiro forzoso para pensionarse. Además, la suma que se le reconoce por concepto de pensión en el aludido acto administrativo es muy inferior al salario que él devenga. Pese a ello, Colpensiones le solicitó a su empleador que procediera a desvincularlo de la entidad.
Como quiera que en el acto administrativo plurimencionado se consignó que en contra del mismo procedían los recursos de reposición y apelación, procediendo a interponerlos una vez enterado; en esa oportunidad también solicitó que se compulsaran copias a la FGN, por avizorar la posible comisión de un delito. No obstante, mediante oficios del 5 de febrero de 2021 y del 8 de febrero de 2021, la AFP se negó a desatar los recursos, y tampoco le dijeron nada con respecto a la compulsa de copias a la Fiscalía. 
Dice el accionante que la única respuesta que se le brinda por la entidad, es la consistente en llenar un formulario de solicitud de prestaciones económicas, pero él no está de acuerdo porque no es su deseo formular una petición en ese sentido. 

PRETENSIONES:

El accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales, pidiendo en consecuencia que se le ordene a la Gobernación de Risaralda que se abstenga de desvincularlo de la entidad hasta tanto se resuelvan en la vía administrativa los recursos interpuestos. De igual manera, se le ordene a Colpensiones que le dé trámite a dichos recursos; además, le informe los datos de qué correo electrónico se gestionó la solicitud de pensión de la Resolución SUB 17625 del 29 de enero de 2021, si fue este el medio, el listado del material probatorio que acompañó la petición, Formato de solicitud de prestaciones económicas, fotocopia de cédula, Certificaciones de no pensión y declaración de no pensión y demás que se recaudaron por la administradora de pensiones para dar trámite a la solicitud.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

Una vez avocado el conocimiento de la presente actuación, el Despacho de instancia ordenó correr traslado del escrito de tutela a Colpensiones y a la Gobernación de Risaralda. Además, dispuso como medida provisional la de ordenar al empleador que se abstuviera de desvincular al accionante de sus labores hasta tanto se profiriera decisión de fondo. 
En el devenir del proceso, el Dr. Sagalo Antonio Amaya González, fungiendo como apoderado del Departamento de Risaralda, argumentó que la entidad que representa, en su papel de empleador del señor Óscar de Jesús, se encuentra facultada, a la luz de lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 para solicitar en favor de sus trabajadores oficiales, cuando estos no lo hacen oportunamente, de elevar una solicitud de reconocimiento pensional; y también puede retirarlo del servicio cuando es incluido en nómina.  
Sostuvo entonces que actuó conforme a la ley se lo permite y no por eso desconoció los derechos fundamentales de su trabajador. 

Reconoció que fue un error que Colpensiones en la Resolución SUB 17625 del 29 de enero de 2021, haya dicho que el reclamante fue Oscar de Jesús Rodríguez Zapata, y no el Departamento de Risaralda, pero esto constituye un lapsus que no trasciende para afectar sus derechos fundamentales, ni tampoco se alindera como tipo penal de falsedad, o disciplinario, y aunque lo fuese, la tipificación criminal o sancionatoria está en cabeza de la Fiscalía o de la Procuraduría General de la Nación, estando vedado el juez de tutela para inmiscuirse en asuntos ajenos a su competencia Constitucional. 

Expuso que la pretensión del accionante, según se comprende es la de proteger un derecho que no ha sido ni siquiera amenazado, como es su permanencia al servicio del Departamento de Risaralda, luego de tener derecho pensional de vejez, y pretender continuar laborando hasta la edad de retiro forzoso, pero lo cierto es que no existe ningún acto administrativo que haya ordenado su desvinculación. 
Encontrándose en término para decidir, el Juzgado de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 23 de febrero de 2021, mediante la cual resolvió tutelar los derechos fundamentales de petición y trabajo del señor Rodríguez Zapata, de allí que dictara las siguientes órdenes: 

“SEGUNDO: Ordenar a la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, que en el término perentorio e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de esta decisión, ordene expedir a costa de la parte interesada los documentos pedidos en la solicitud radicada en esa entidad el 5 de febrero de 2021, identificada con el radicado Nro. 2021_1279831.

TERCERO: Ordenar al Departamento de Risaralda abstenerse de expedir acto administrativo alguno tendiente a dar por terminado el vínculo laboral que tiene con el señor Oscar de Jesús Rodríguez Zapata, si su retiro no obedece a voluntad propia del actor.”

Para tomar esa decisión, el Juzgado de primer nivel abordó inicialmente el tema del derecho fundamental de petición, el cual considera desconocido por Colpensiones al no resolver su solicitud de expedir unas copias del expediente administrativo. 
Más adelante, tocando el tema del reconocimiento pensional con el que el libelista está inconforme, dijo que los derechos del libelista no fueron quebrantados con la expedición de la Resolución Nro. SUB 17625 del 29 de enero de 2021 “por cuando la misma lo hizo por solicitud que hiciera su empleador, esto es, el Departamento de Risaralda, quien, de acuerdo a la respuesta dada, lo hizo fundamentándose en lo previsto en el parágrafo 3° del artículo 9° de la Ley 797 de 2003”. Tampoco le pareció descabellado que fuera el empleador quien elevara esa solicitud, pues estaba plenamente facultado para ello. 
Pero, lo que sí llamó la atención de la falladora, fue lo que consideró como una amenaza al derecho al trabajo del accionante, por lo siguiente: “porque a pesar de que a la fecha no ha expedido el acto administrativo tendiente a dar por terminado el vínculo laboral que tiene con el señor Rodríguez Zapata, pues así lo aseveró en la respuesta dada, lo cierto es que, de conformidad con el artículo 9° de la Ley 797 de 2003, lo puede hacer en cualquier momento con el reconocimiento de la pensión de vejez que hizo la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, a favor de aquel, ya que se configuraría una justa causa para dar por terminado ese vínculo, situación que el actor no quiere que ocurra, pues su intensión es trabajar hasta la edad de retiro forzoso, 70 años. (…) Sí el Departamento, basado en esa causal, da por terminado el vínculo que tiene con el actor, sin que medie la voluntad de retiro de aquel, violaría de manera flagrante lo estipulado en el artículo 2 de la Ley 1821 de 2016, dado que él tiene la opción de permanecer en el cargo hasta que cumpla la edad de retiro forzoso. Por ello, en aras de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, se le amparará el citado de derecho.”
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el representante judicial del Departamento de Risaralda presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. 
En su escrito de sustentación, expuso el recurrente que: 

i) el Departamento de Risaralda tenía y tiene competencia legal para exigir ante Colpensiones el reconocimiento de la pensión de vejez de su trabajador oficial.

ii) el Departamento de Risaralda no ha emitido decisión o acto administrativo que retire del servicio al accionante.

iii) El retiro del empleado es entonces una alea, o sea, la posibilidad de materialización es hipotética, lo que quiere decir que el Despacho de primer nivel confundió riesgo con amenaza, aunque el primero es abstracto y no produce consecuencias concretas, mientras que la segunda supone la existencia de señales o manifestaciones objetivas que hagan suponer que algo malo va a suceder. 

iv) De cualquier modo, sin analizar si al trabajador oficial tutelante le es aplicable la Ley 1821 de 2016, el Despacho emitió la orden prohibitiva, cuando el artículo 1º de la citada normatividad indica que aplica a quienes cumplen funciones públicas, y en esa dirección los trabajadores oficiales no cumplen esa tarea a pesar de ser servidores públicos, sino que desempeñan actividades sostenimiento y mantenimiento de obras públicas.

v) si el Departamento de Risaralda retira del servicio al trabajador tutelante, sin ser incluido en nómina de pensionados, es viable la protección constitucional pedida, pero mientras no acontezca en el mundo real de los hechos esa hipótesis, se están amparando eventualidades abstractas, riesgos etéreos, suposiciones vacías de contenido fáctico, que por irracionales no pueden ser objeto de protección constitucional.

Pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar declarar su improcedencia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
· Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asiste razón al impugnante, en el sentido de afirmar que el Despacho de primer nivel abordó en su decisión aspectos que escapaban de la órbita de Juez de tutela, y concedió derechos que nunca sufrieron una verdadera amenaza. 
· Solución: 

Frente al Quid, la Sala dirá de entrada que la solución dada al asunto por parte de la Juez de primera instancia no es equivalente al verdadero problema jurídico que surgía de los planteamientos formulados por el actor, y aun cuando implícitamente lo que el señor Óscar de Jesús Rodríguez pretendía es que no se materializara su temor de ser desvinculado de la entidad para la cual labora, el papel de la judicatura era desentrañar cuáles fueron esos derechos que sí se vieron comprometidos con el actuar de las accionadas, y que llegaron a concretarse en la realidad fáctica demostrada en esta acción.  

Para demostrar lo anterior, la Sala debe partir por los hechos que se encuentran plenamente acreditados en este trámite constitucional: 

i) Mediante la Resolución Nro. SUB 17625 del 29 de enero de 2021, Colpensiones reconoció en favor del señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata. 

ii) El señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata nunca solicitó el reconocimiento de un derecho pensional, lo hizo su empleador, o sea el Departamento de Risaralda, amparado en la posibilidad que le otorga el artículo 9 de la Ley 797 de 2003. 

iii) El Departamento de Risaralda NO quebrantó las garantías fundamentales del accionante por el hecho de haber solicitado en su nombre el reconocimiento pensional, se insiste en que es ese un acto que la ley vigente le permite. 

iv) Aun cuando el señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata es el titular del derecho pensional reconocido, o sea, el principal interesado, NUNCA se le notificó por parte de Colpensiones el contenido del acto administrativo mencionado, con el fin de que dicho ciudadano, sobre quien recaerían las consecuencias, pudiera ejercer sus derechos de defensa y contradicción; Vrg. con el monto de las mesadas o cualquier otro factor que considerara susceptible de ser revisado. Es de anotar que cuando se enteró de esa decisión, el libelista acudió primeramente a Colpensiones, donde no obtuvo una respuesta favorable, pues se negaron tramitar los recursos que él interpuso. 
v) Lo anterior denota una FLAGRANTE vulneración al derecho fundamental al debido proceso del señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata, quien sin lugar a discusión alguna, tenía TODO el derecho de debatir los actos administrativos que se profirieron por Colpensiones. 

A partir de lo anterior, debemos anunciar que, el tema de debate desde sus inicios debió centrarse en la garantía al debido proceso, el cual está consagrado en el artículo 29 Constitucional como un derecho de rango fundamental que debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de que cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, cuente con la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos.

Frente al tema ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 
“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica” 

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados, en general en cualquier tipo de diligencia que conlleve consecuencias jurídicas directas para alguna persona.

En lo atinente a los derechos de defensa y contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a ser escuchada y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos, lo cual hace parte de ese cúmulo de garantías conocida como Debido Proceso, dijo esa Alta Corte en Sentencia C-034 de 2014: 

“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  

Entonces, se insiste, las autoridades públicas o que ejercen tales funciones, están en el deber de respetar garantías mínimas de sus asociados, como el debido proceso, surtido entre otros, a través de la publicidad de sus decisiones, claramente Colpensiones debía cerciorarse de haber notificado en debida forma el acto administrativo por medio del cual reconoció una pensión al señor Óscar de Jesús, pues no hacerlo constituía una vulneración al debido proceso administrativo. 

En resumidas cuentas, la Sala considera que en el presente asunto al libelista se le vulneró el derecho fundamental al debido proceso, por lo que es necesario ordenarle a Colpensiones que en el término de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación de la presente decisión, proceda notificarle al accionante el acto administrativo por medio del cual se le reconoció una pensión de vejez, garantizándole que en contra del mismo, si es la voluntad del accionante, pueda ejercer su derecho de controvertirlo, y además expida copia íntegra de la actuación administrativa adelantada por esa entidad para llegar a tomar esa determinación. 

Por otro lado, en lo que tiene que ver con los motivos de disenso del impugnante, debe la Sala decir que le asiste la razón, lo que surge como consecuencia de lo dicho arriba, en cuanto el debate suscitado fue desviado de su cauce natural. Además, en lo que tiene que ver con la orden del Despacho de primer nivel, de impedirle a esa entidad que desvincule al señor Rodríguez Zapata, debemos decir que ello al parecer fue producto de un desatino; no solo porque estuvo fundado en un juzgamiento previo por hechos futuros o sobrevinientes de los cuales se desconoce su suerte, sino porque previo a tomar esa decisión no se efectuó mayor análisis para determinar si en efecto el ahora accionante hace parte de ese grupo de personas que están amparadas por una especie de estabilidad laboral hasta el momento de su edad de retiro forzoso. 
Pero, de cualquier modo, reiteramos que es ese un tema completamente ajeno no solo a los planteamientos del actor en la narración de sus hechos, sino que escapa de la órbita de acción de los jueces constitucionales; y es que si bien es cierto, los jueces de tutela ostentan amplias facultades -ultra y extra petita-, y en virtud de esas potestades es que radica la posibilidad (que también es un deber), de emitir todas las órdenes que considere pertinentes y necesarias para conjurar el menoscabo en los derechos invocados como vulnerados, también existe un “límite”, en el entendido de que la razón de ser de esa discrecionalidad y amplitud para adoptar las decisiones, como se dijo atrás, va dirigida necesariamente a la protección de las prerrogativas de rango fundamental, por ende, es lógico que dichas órdenes deben estar enmarcadas dentro de un análisis frente a ese tipo de derechos y sus mecanismos de salvaguarda; pero, lo que sí le está vedado al Juez constitucional es emitir órdenes de cara a análisis legales y reglamentarios que no tengan por fin esa protección de las garantías superiores. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para modificar la decisión de primer nivel, en el sentido de revocar la orden que se le impartió al Departamento de Risaralda, por ser abiertamente improcedente, y modificar la dictada a Colpensiones, la cual quedará así: 
ORDENAR a COLPENSIONES que en el improrrogable término de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación de la presente decisión, en caso que exista, proceda notificarle al accionante el acto administrativo por medio del cual se le reconoció una pensión de vejez, garantizándole que en contra del mismo, si es la voluntad del accionante, pueda ejercer su derecho de controvertirlo y además expida copia íntegra de la actuación administrativa adelantada por esa entidad para llegar a tomar esa determinación. 

Como anotación final, la Sala dejará claro que hasta tanto no quede en firme la decisión adoptada por Colpensiones en relación con el reconocimiento pensional del señor Óscar de Jesús Ramírez Zapata, por obvias razones se entenderá como vigente su permanencia y vinculación como empleado del Departamento de Risaralda. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el numeral primero del fallo revisado, en el sentido de aclarar que el derecho fundamental vulnerado al señor ÓSCAR DE JESÚS RODRÍGUE ZAPATA fue el del debido proceso administrativo.
SEGUNDO: REVOCAR EL ORDINAL SEGUNDO del fallo revisado, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión.
TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que en el improrrogable término de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación de la presente decisión, en caso que exista, proceda notificarle al señor ÓSCAR DE JESÚS RODRÍGUEZ ZAPATA el acto administrativo por medio del cual se le reconoció una pensión de vejez, garantizándole que en contra del mismo, si es la voluntad del accionante, pueda ejercer su derecho de controvertirlo y además expida copia íntegra de la actuación administrativa adelantada por esa entidad para llegar a tomar esa determinación. 

CUARTO: ACLARAR que hasta tanto no quede en firme la decisión adoptada por Colpensiones en relación con el reconocimiento pensional del señor ÓSCAR DE JESÚS RAMÍREZ ZAPATA, por obvias razones se entenderá vigente su permanencia y vinculación como empleado del Departamento de Risaralda. 

QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

MARTA LUCÍA BELTRÁN CARDONA
Conjuez
JORGE ISAAC VELÁSQUEZ GRISALES
Conjuez
� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver, sentencias C-096 de 2001 (MP. Álvaro Tafur Galvis), C-1114 de 2003 (MP. Jaime Córdoba Triviño. SV. Marco Gerardo Monroy Cabra, Rodrigo Escobar Gil, Eduardo Montealegre Lynnet. SPV. Clara Inés Vargas Hernández y Manuel José Cepeda Espinosa y AV. Manuel José Cepeda Espinosa), C-980 de 2010 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo) y C-016 de 2013 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� En los considerandos sucesivos, la exposición toma como fundamento, principalmente, las sentencias C-089 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), C-980/10 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo). Sin embargo, destaca la Sala que esas consideraciones corresponden a una doctrina pacífica, constante y uniforme sobre el alcance del debido proceso administrativo; sus relaciones y diferencias con el debido proceso judicial. 


� Sentencia T-653 de 2006 (MP. Humberto Antonio Sierra Porto).


� C-980/10. En la sentencia C-598/11 complementó la Corte: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas (Sentencia T-1263 de 2001). Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados” (Sentencia T-772 de 2003). Refiriéndose también al alcance específico del debido proceso administrativo, en un asunto relativo a la importancia de las notificaciones de los actos administrativos que afectan situaciones particulares y concretas, explicó la Corporación: “Específicamente, el debido proceso administrativo se consagra en los artículos 29, 6 y 209 de la C.P. Y la jurisprudencia lo ha definido como: ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…) con dicha garantía se busca ‘(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’. […] el desconocimiento del debido proceso administrativo, supone también la violación del derecho de acceso a la administración de justicia y transgrede los principios de igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción que gobiernan la actividad administrativa”. [C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo]
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